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l. La jurisprudencia del tribunal europeo de derechos humanos 
sobre el derecho a no autoinculparse en el procedimiento sancio-
nador tributario. 
1. Consideraciones generales en torno al derecho a no declarar 
contra sí mismo en el proceditniento sancionador 
El derecho a no declarar contra sí mismo, con carácter general 
y, en el ámbito del Derecho Penal Tributario en particular, constituye 
uno de los logros más destacados del proceso moderno, siendo real-
mente abundantes los artículos y opiniones que versan en torno al 
mismo. 
El presente comentario tiene por finalidad poner de relieve la 
línea jurisprudencia! mantenida por el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos (en adelante, TEDH) en esta materia. Todo ello sin per-
juicio de aludir, aunque de forma somera por no constituir el objeto 
de nuestro estudio, a la doctrina y jurisprudencia mantenida en 
España sobre la cuestión con la seguridad de que ello contribuirá a 
enriquecer el examen que nos proponemos. 
La autodefensa viene integrada por un conjunto de derechos que 
la ley concede a una persona a fin de poder hacer frente a los cargos 
que se le dirigen. Se trata, en suma, de una serie de derechos, todos 
ellos con rango constitucional, que por regla general le asisten bien 
en el momento de serle tomada declaración bien cuando se le sujeta 
a cualquier acto de investigación. 1 
El derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse 
culpable (contenido en el artículo 24.2° de la Constitución Española) 
garantiza que el procesado no pueda verse obligado a efectuar una 
declaración de autoinculpación, como implícitamente ha venido a 
reconocer el Tribunal Constitucional español (en adelante, TC) en 
su Sentencia 75/1987, de 25 de mayo. 
En palabras de FERNÁNDEZ SEGADO, "sólo cuando se obligue 
a la persona a emitir una declaración que extereorice un contenido, 
admitiendo su culpabilidad, podrán entenderse vulnerados estos de-
rechos" .2 
l. Asencio Mellado, J.M.: "Derecho Procesal Penal", ed. Tirant lo Blanch, Valencia 
1998. 
2. Fernández Segado, F.: "El sistema constitucional español", ed. Dykinson, Madrid 
1992. 
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Es totalmente lógico que si una persona ha de ser informada de 
la imputación y puede guardar silencio al ser interrogada acerca de 
ella, debe igualmente preservarse su derecho a no declarar en modo 
alguno en su contra. Ahora bien, tal afirmación no debe entenderse 
en el sentido maximalista de negar toda posibilidad al individuo de 
prestar una confesión o de que la misma, cuando es ofrecida de 
propia voluntad, carezca de valor probatorio a fin de dictar sobre su 
base una sentencia condenatoria. Por el contrario, respetándose las 
garantías y derechos correspondientes, toda declaración inculpatoria 
tendrá valor suficiente para servir de base a una sanción. Pero esta 
situación difiere totalmente de la de la persona que es compelida a 
declarar contra sí misma. 
De otro lado, es preciso subrayar que el derecho a no autoincri-
minarse no constituye simplemente un derecho a negarse a prestar 
declaración ante un Tribunal, sino que su contenido presenta una 
amplitud mayor, por cuanto se predica asimismo frente a los órganos 
que gozan de poderes inquisitivos de acuerdo con la ley. Constituye, 
igualmente, el derecho de toda persona a negarse a responder cues-
tiones de tal naturaleza que puedan dar lugar a la apertura de un 
proceso tendente a la imposición de una sanción. 
Es posible situar el punto de partida de este derecho en el 
Common Law inglés del siglo XIII, cuando las jurisdicciones ecle-
siásticas comenzaron a aplicar el denominado "juramento ex officio" 
(" oath ex officio") a los sospechosos de haber cometido herejía. 
Durante los siglos XVI y XVII dicho mecanismo fue igualmente 
utilizado en Inglaterra por la "Court of Star Chamber" con el fin de 
descubrir a aquellos que criticaban al rey. Con el paso del tiempo 
fueron surgiendo oposiciones a tal sistema que encontraron su apoyo 
en el principio según el cual "no es posible hacer de una persona el 
engañoso instrumento de su propia condena" 3, doctrina que se ex-
tendió no solamente en relación con los procesos especiales antes 
aludidos sino, merced a la evolución del Common Law, respecto de 
todo procedimiento sancionador ordinario. 
Particularmente bien acogido resultó el citado derecho en las 
colonias americanas, en razón a los abusos cometidos por los gober-
nadores coloniales en materia de interrogatorio, siendo plasmado en 
3. "Aman could not be made the deluded instrument of his own conviction". 
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sus Constituciones o Declaraciones de derechos con carácter previo 
a la Guerra de la Independencia americana por siete Estados. 
De igual modo, pronto se reconoció que el privilegio contra la 
autoinculpación quedaría vaciado de contenido o reducido a un valor 
mínimo si la persona podía ser obligada a declarar ante las autoridades 
en un estadio preparatorio al inicio del proceso. 
El derecho a declarar contra sí mismo ha sido objeto de contro-
vertido debate en numerosas decisiones del Tribunal Supremo de 
EEUU4 , así como en otros Altos Tribunales de tal país. Son prob-
ablemente aquéllos que siguen de cerca y estudian la jurisprudencia 
de los EEUU, quienes pueden aseverar la trascendencia fundamental 
que reviste el derecho a que nos venimos refiriendo en aquel con-
texto, constituyendo una de las garantías más conocidas y debatidas 
de la libertad personal que figura en la Declaración de derechos de 
la Constitución de los EEUU, a la que fue incorporada como derecho 
a través de la Quinta Enmienda. 
En relación con nuestro Derecho, el artículo 24 de la Constitución 
Española dispone lo siguiente: 
"l. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva 
de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses 
legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. 
2.Asimismo, todos tienen derecho al juez ordinario predetermi-
nado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser 
informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso 
público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar 
los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar 
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de 
inocencia ( ... )". 
Conviene precisar ya desde este momento que, obviamente, en 
relación con el Derecho Penal Tributario no existe problema alguno 
en cuanto al reconocimiento del derecho que nos ocupa en el ámbito 
del proceso penal y, por ello mismo, en relación con la instrucción 
de los procesos por delitos contra la Hacienda Pública (delito fiscal, 
artículo 349 del Código Penal). Sí se han planteado, en cambio, 
problemas interpretativos en relación con la posible invocación de 
4. Véase sobre el tema: Ribes Ribes, A.: "El derecho a no declarar contra sí mismo 
en el ámbito penal tributario: Reflexiones a la luz de la jurisprudencia norteameri-
cana", de inminente publicación en Civitas Revista Española de Derecho Financiero. 
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este derecho en el ámbito del procedimiento administrativo sancio-
nador, ya que el citado precepto contempla el derecho a la tutela 
efectiva de los jueces y tribunales, y a determinadas garantías de tipo 
procesaC con especial referencia al orden penal, sin aludir de forma 
expresa al ejercicio de la potestad sancionadora por la Administración. 
No obstante, es preciso recordar a este respecto que "los prin-
cipios inspiradores del orden penal son de aplicación, si bien con 
ciertos matices, al Derecho Administrativo sancionador dado que 
ambos son manifestaciones del ordenamiento punitivo del Estado, 
tal y como refleja la propia Constitución (artículo 25, principio de 
legalidad) y una muy reiterada jurisprudencia de nuestro Tribunal 
Supremo" (en adelante, TS) 5, hasta el punto de que un mismo bien 
jurídico puede ser protegido por técnicas administrativas o penales. 
En el mismo sentido se pronuncia el TC español, intérprete máximo 
del orden constitucionaC que ha venido a extender al ámbito del 
Derecho Administrativo sancionador la aplicabilidad de todo lo dis-
puesto en el artículo 24 de la Constitución6. Como ha afirmado 
GARBERÍ LLOBREGAT, con ello el TC español se separa, por 
ejemplo, de la Corte Constituzionale italiana (que entiende que las 
S. Bayona de Perogordo, J .J.: " El procedimiento sancionador", en Información 
Fiscal n°16, julio-agosto 1996. 
6. Particularmente ilustrativas resultan al respecto las Sentencias 76/1990, de 26 
de abril y 197/1995. En relación con la primera de ellas y, frente a las alegaciones 
de la Sala 3" del Tribunal Supremo, que pretendía la inconstitucionalidad del artículo 
83.3.f) de la Ley General Tributaria por presunta vulneración del artículo 24.2° de 
la Constitución Española en razón a que en el primero se prevé una sanción de multa 
"por la falta de aportación de pruebas y documentos contables o la negativa a su 
exhibición", considerando que no es posible traer a colación en este caso el deber 
de colaboración de los contribuyentes con tal Administración, el Tribunal Constitu-
cional se manifestó claramente en contra de la aplicación automática de los principios 
inspiradores del orden penal al Derecho Administrativo sancionador. 
En este sentido, a juicio de la citada Sala del TS resulta indudable que "aquel 
deber no ha de rebasar el umbral donde comienza el derecho del ciudadano a no 
autoinculparse como un elemento de protección de su presunción de inocencia". 
Frente a tal postura, el TC vino a estimar en el Fundamento jurídico loo de la 
mencionada sentencia que "no existe un derecho absoluto e incondicionado a la 
reserva de datos económicos del contribuyente con relevancia fiscal y esgrimible 
frente a la Administración Tributaria ( ... ). Se impone aquí de nuevo la prudencia 
frente a intentos apresurados de trasladar mecánicamente garantías y conceptos 
propios del orden penal actuaciones y procedimientos administrativos distintos y 
alejados del mismo como es, en este caso, el de gestión tributaria". 
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garantías de carácter procesal que se recogen en la Constitución 
italiana hacen referencia única y exclusivamente al campo jurisdic-
cional) y milita activamente en la doctrina del TEDH favorecedora 
de la an1pliación del artículo 6 del Convenio para la protección de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de 4 de 
noviembre de 1950 (en adelante, CEDHr. 
Llegados a este punto, y una vez afirmada la aplicación al pro-
cedimiento sancionador de los principios propios del Derecho Penal, 
en particular el derecho a la no autoinculpación, un sector de la 
doctrina plantea la duda de la validez constitucional, a la luz de tal 
principio, de las sanciones administrativas impuestas en materia tri-
butaria utilizando como pruebas de cargo la documentación o decla-
raciones aportadas por los inculpados, que están obligados a propor-
cionar a la Administración toda clase de datos, informes o antece-
dentes con trascendencia tributaria, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 78 de la ley General Tributaria. 
A su vez, como ha venido a poner de manifiesto la doctrina y, 
especialmente JUAN LOZANO, "el silencio de la Ley General Tri-
butaria sobre este punto ha propiciado la indeseable regulación que 
en la actualidad ofrece nuestro ordenamiento tributario ( ... )" 8. 
Pudiera pensarse que la solución al problema mencionado pasaba 
por la separación de los procedimientos liquidador y sancionador, lo 
que vino a consagrar la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos 
y Garantías de los Contribuyentes (en adelante, LDGC) tras su 
entrada en vigor, "eliminando buena parte de los efectos perniciosos 
de la confusión anterior denunciados por la doctrina" 9. 
El Real Decreto 1930/1998, de 11 de septiembre, por el que se 
desarrolla el régimen sancionador tributario y se introducen las ade-
cuaciones necesarias en el Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, 
por el que se aprueba el reglamento general de Inspección de los 
Tributos, si bien concreta y da respuesta a algunas cuestiones en 
7. Garberí LLobregat, J.: "La aplicación de los derechos y garantías constitucionales 
a la potestad y al procedimiento adm.inistrativo sancionador", ed. Trivium, Madrid 
1989. 
8. Juan Lozano, A.: "Articulación entre procedimientos de liquidación y sanciona-
dores tributarios", en Estudios Financieros n°173-174, octubre 1997. 
9. López Díaz, A.: "El derecho a no autoinculparse y a no declarar contra sí rnismo 
en el procedimiento sancionador en materia tributaria", en XIX Jornadas Latino-
Americanas de Dereito Tributário, L.Z, Lisboa 1998. 
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relación con las cuales la parquedad del artículo 34 de la ley de 
Derechos y Garantías de los Contribuyentes10 producía inseguridad, 
no permite sino un optimismo moderado. 
Como ha venido a poner de manifiesto SESMA SÁNCHEZ "el 
reglamento recoge un procedimiento sancionador tributario pero ni 
es único y uniforme para la generalidad del ámbito tributario ni, en 
rigor, es distinto e independiente de otros procedimientos tributa-
rios". En este sentido, la autora añade que "es verdad que el artículo 
34 de la LDGC sólo exige que el expediente sea distinto e inde-
pendiente del utilizado para la comprobación e investigación de la 
situación tributaria del sujeto, pero también lo es que permitir la 
tramitación simultánea, procedimental y orgánica, de las actas de 
inspección y de los expedientes sancionadores es tanto como con-
firmar que la supuesta independencia y separación del procedimiento 
sancionador es sólo aparente ... Con lo que, en realidad, no se mejora 
la situación anterior" JJ. 
En consecuencia, aunque el artículo 34 de la LDGC viene a 
satisfacer una demanda doctrinal - e incluso jurisprudencia!-, la 
satisfacción obtenida es incompleta puesto que suscita numerosos 
interrogantes y, pese a su desarrollo reglamentario, la separación 
procedimental que se consagra es, en todo caso, débil. 
No obstante, en la realidad práctica resulta evidente que tal 
separación de procedimientos (aun en el supuesto de no ser aparente, 
sino real) se muestra insuficiente por sí sola para garantizar el derecho 
a la no autoinculpación en el seno del procedimiento sancionador, 
habiéndose apuntado por los autores una serie de medidas tendentes 
a lograr la efectividad de tal garantía, entre las que cabe destacar la 
10. El artículo 34 de la LDGC preceptúa en sus dos primeros apartados lo siguiente: 
"l. La imposición de sanciones tributarias se realizará mediante un expediente 
distinto o independiente del instruido para la comprobación e investigación de la 
situación tributaria del sujeto infractor, en el que se dará en todo caso, audiencia al 
interesado. 
2. Cuando en el procedimiento sancionador vayan a ser tenidos en cuenta datos, 
pruebas o circunstancias que obren o hayan sido obtenidos en el expediente instruido 
en las actuaciones de comprobación o investigación de la situación tributaria del 
sujeto infractor o responsable, aquéllos deberán incorporarse formalmente al expe-
diente sancionador antes del trámite de audiencia correspondiente a este último". 
1 i. Sesma Sánchez, B.: "Aspectos críticos de la nueva regulación del procedimiento 
sancionador tributario", en Técnica Tributaria n°42, julio-septiembre 1998. 
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prohibición expresa de intercomunicabilidad de datos, declaraciones, 
etc ... entre el procedimiento inspector y el sancionador12 . 
Puede afirmarse sobre este tema que, un amplio sector de la 
doctrina española viene a compartir el criterio de carácter garantista 
plasmado en la jurisprudencia del TEDH que posteriormente exa-
minaremos. No obstante, desde otro sector de la doctrina, por el 
contrario, se manifiesta una actitud discrepante en torno a este 
extremo, cuestionando el criterio jurisprudencia! del Alto Tribunal 
europeo y abogando, en cambio, por una distinción dentro de las 
infracciones tributarias entre faltas y delitos a efectos de la cobertura 
ofrecida por el derecho a que nos venimos refiriendo. 
En este sentido, autores como BAYONA DE PEROGORDO y 
NIET013 (este último desde la óptica administrativista en sentido 
estricto) se han mostrado partidarios de la necesidad de revisar el 
dogma - hoy prácticamente incuestionable para la doctrina y la 
jurisprudencia- que proclama la naturaleza esencialmente penal de 
la potestad sancionadora de la Administración, sin que tal revisión 
signifique necesariamente un menoscabo de las garantías que han de 
operar en este ámbito de la actuación administrativa. 
Resulta interesante constatar, que los razonamientos mantenidos 
al respecto por esta línea doctrinal minoritaria en España encuentran 
eco en la actual jurisprudencia norteamericana, especialmente en el 
Ninth Circuit14, que ha ido incluso más allá de la tesis sustentada 
por aquellos autores llegando a cuestionar las garantías del propio 
proceso penal relativo a delitos fiscales, a través de la distinción entre 
el temor razonable de ser procesado por delitos fiscales o no fiscales, 
a efectos de la aplicación o no del derecho a no declarar contra sí 
mismo. 
12. Ésta es la posición mantenida por Soler Roch, Ma.T. en: "Deberes tributarios y 
derechos humanos", en Técnica Tributaria n°30, 1995. 
13. Nieto, A.: "Derecho Administrativo sancionador", ed. Tecnos, Madrid 1993. 
14. Los EEUU se hallan divididos en trece demarcaciones territoriales en las que, y 
en cada una de las cuales, reside un Tribunal Federal de Apelación o segunda instancia, 
con competencia exclusiva limitada a la demarcación en la que se extiende su 
jurisdicción. Cada uno de los Tribunales descritos se denomina Circuit, encontrán-
dose la mayoría numerados del uno al once, y recibiendo los otros el nombre propio 
de "Tribunal de Apelación para el Distrito de Columbia" - Court of Appeals for 
the District of Columbia-, y de "Tribunal de Apelación para Circuito Federal" -
Court of Appeals for the Federal Circuit-. 
Ver: Black's Law Dictionary, by Black, H.C. and others, 6th. Ed. St.Paul Minn 
(USA), 1990. 
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2. La doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre 
la aplicación, en el ámbito tributario, del artículo 6 de la Conven-
ción Europea para la protección de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales. 
El artículo 1 O de la Constitución Española dispone que "las 
normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que 
la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuer-
dos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España", 
por lo que las conclusiones que podamos extraer de la jurisprudencia 
de la Corte Europea de Derechos Humanos relativa al tema que nos 
ocupa resultan fundamentales en cuanto sirven como criterio de 
interpretación de los derechos y garantías procesales reconocidos en 
nuestra Constitución, habida cuenta de que la CEDH es Derecho 
directamente aplicable en España (artículo 96 de la Constitución 
Española), y lo es con la interpretación que de él realice el TEDH 
(artículo 45 de la CEDH). 
A los efectos que nos interesan, el punto de partida radica en el 
artículo 6 de la CEDH cuyo tenor literal reza así: 
"l. Toda persona tiene derecho a que su causa sea juzgada de 
forma equitativa, públicamente y en un plazo razonable, por un 
Tribunal independiente e imparcial establecido por la ley, que deci-
dirá tanto sobre cuestiones de sus derechos y obligaciones de carácter 
civil, como sobre el fundamento de toda acusación penal dirigida 
contra ella. 
2.Toda persona acusada de una infracción se presume inocente 
hasta que su culpabilidad se establezca de acuerdo con la ley". 
En un principio fueron muchas las dudas que surgieron acerca 
de si el citado precepto reconocía el derecho a la no autoinculpación, 
polémica en la que vino a ahondar el Tribunal de Justicia de la 
Comunidades Europeas al declarar en el Asunto Orkem c. la Comi-
sión 15 que ni del texto del artículo 6 de la CEDH ni de la jurispru-
dencia del TEDH se desprendía el reconocimiento de un derecho a 
no declarar contra sí mismo. 
15. Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas. Orkem c. la Comisión, 
Sentencia de 18 de octubre de 1989. 
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Afortunadamente, el propio TEDH se pronunció expresamente 
sobre la cuestión en 1993 a través de la Sentencia recaída en el 
Asunto Funke c. Francia16, en la que el Alto Tribunal despeja cual-
quier indefinición reconociendo el derecho a no declarar y a no 
contribuir a la propia incriminación que, como afirma LÓPEZ DÍAZ17 
"no se limita a las manifestaciones de voluntad o autoincriminatorias, 
sino que impide también que bajo la amenaza de sanción se constriña 
al sujeto a entregar todo tipo de pruebas, documentos ( ... ) entre los 
que se incluyen asimismo los documentos contables". 
Es en este punto, precisamente donde estriba una de las dife-
rencias más destacables entre la jurisprudencia del TEDH y la pro-
veniente de los EEUU, en base a que la Quinta Enmienda de su 
Constitución, si bien reconoce que ninguna persona puede ser obli-
gada en un proceso penal a confesarse culpable, no extiende tal 
derecho al requerimiento judicial de los libros de contabilidad al 
objeto de conocer su contenido18, como a continuación tendremos 
ocasión de analizar. 
Ciñéndonos al Asunto Funke c. Francia y, en relación con los 
hechos del citado caso, se ha de señalar que el requerido fue obligado, 
en un estadio preparatorio al proceso propiamente dicho, a optar 
bien entre ceder y declarar ante las conminaciones llevadas a cabo 
por la Administración de Aduanas, bien someterse a la imposición 
de multas coercitivas en caso contrario. 
Teniendo en cuenta todo ello, el Tribunal declaró que se había 
producido una violación del artículo 6 de la CEDH, constatando en 
este sentido que "las autoridades aduaneras provocaron la condena 
del Sr. Funke con el fin de conseguir ciertos documentos cuya 
existencia presumían, aunque no tenían certeza de ello. Siendo in-
capaces o no queriendo obtenerlos por otros medios, intentaron 
obligar al demandante a que proveyera las pruebas de las infracciones 
que supuestamente había cometido" 19 . 
16. Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Sentencia de 25 de febrero de 1993. 
17. López Díaz, A.: "El derecho a no autoinculparse ( ... )". Ob.cit. 
18. Fisher v. United States, 425, US 391 (1976). 
19. The Court noted that " the customs secured Mr. Funke's conviction in order to 
obtain certain documents which they believed must exist, although they were not 
certain of that. Being unable or unwilling to procure them by some other means, 
they attempted to compel the applicant himself to provide the evidence of offences 
he had allegedly committed". 
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Sin perJUlClO de la importancia que reviste la sentencia citada, 
es sin embargo, el Asunto Bendenoun c. Francia20 el que vino a incidir 
de nuevo en este aspecto, clarificando y reiterando la posibilidad de 
ejercer el derecho a no declarar contra sí mismo que ostenta toda 
persona sometida a un proceso administrativo sancionador, particu-
larmente en materia tributaria. A ello dio lugar el hecho de que el 
Sr. Bendenoun había sido objeto no sólo de procesos penales sino 
también de procesos administrativos que propiciaron la determina-
ción de cuotas a ingresar en concepto de tributo, así como la impo-
sición de sanciones21 . El Tribunal resolvió de forma terminante que 
el artículo 6 de la CEDH resultaba igualmente de aplicación en 
materia tributaria, razón por la cual el derecho a no declarar contra 
sí mismo sería invocable, sin duda alguna, en aquellos casos en que 
pudiera existir delito fiscal. 
La posición garantista mantenida por el TEDH se ha visto con-
firmada por su reciente pronunciamiento en el Asunto Saunders22 , 
en el que el Tribunal declaró contrario al artículo 6 de la CEDH el 
hecho de tomar en consideración en el procedimiento sancionador 
material incriminante que hubiese sido obtenido en el seno de otro 
procedimiento anterior (en concreto, en el desarrollo de una inves-
tigación llevada a cabo por el Departamento británico de Comercio 
e Industria23 -que, si bien no constituye un órgano tributario, tam-
poco impide la aplicación de la doctrina sentada por el Tribunal al 
ámbito tributario-) bajo la amenaza de imposición de sanciones en 
caso de incumplimiento del deber de facilitarlos. 
Resulta muy significativo a este respecto el Fundamento jurídico 
74 de la mencionada Sentencia de 17 de diciembre de 1996, en la 
que el Tribunal declara que24 "las exigencias generales de justicia 
20. Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Bendenoun c. Francia, Sentencia de 
24 de febrero de 1994. 
21. A pesar de todo lo expuesto se ha de advertir que el TEDH, en contra del 
parecer de la Comisión, entendió que en el presente caso no existía violación alguna 
del artículo 6 de la CEDH, aspecto éste marginal que, por tanto, en nada afecta a 
lo que nos interesa. 
22. Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Saunders v. United Kingdom, Senten-
cia de 17 de diciembre de 1996. 
23. Department of Trade and Industry. 
24. Like the Commission, the Court considers that "the general requirements of 
fairness contained in article 6, including the right not to incriminate oneself, apply 
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contenidas en el artículo 6, incluyendo el derecho a no declararse 
culpable, se aplican en todos los procesos penales en relación con 
los delitos sin distinción, desde el más simple al más complejo25 . No 
cabe invocar el interés público para justificar el uso de declaraciones 
obtenidas coactivamente en una investigación no judicial para incri-
minar al acusado durante el proceso penal. 
Es necesario advertir que de acuerdo con la legislación aplicable, 
la declaración obtenida bajo medios coactivos por la Serious Fraud 
Office no puede, como regla general, ser alegada como prueba en el 
posterior juicio de la persona interesada. Además, el hecho de que 
las declaraciones fueran realizadas por el solicitante antes de ser 
acusado no impide que su uso en las actuaciones penales constituya 
una violación del derecho" 26 . 
Ello confirma plenamente, a juicio de FALCÓN Y TELLA, que 
los datos y antecedentes obtenidos en un procedimiento tributario 
en el que existe la obligación legal de declarar, no pueden utilizarse 
a efectos penales o sancionadores, incluso aunque aquéllos se hubie-
ran obtenido antes de producirse la denuncia penal o de iniciarse 
formalmente un procedimiento administrativo sancionador27 . 
Según el citado autor, el derecho a no declarar conlleva la nece-
sidad objetiva de que el procedimiento de inspección tributaria se 
adecúe a su fin, en el sentido de que no exista nunca lo que PALAO 
to criminal proceedings in respect of all types of criminal offences without distinction 
from the most simple to the most complex. 
The public interest cannot be invoked to justify the use of answers compulsorily 
obtained in a non-judicial investigation to incriminate the accused during the tria! 
proceedings. 
It is noteworthy in this respect that under the relevant legislation statements 
obtained under compulsory powers by the Serious Fraud Office cannot, as a general 
rule, be aduced in evidence at the subsequent tria! of the person concerned. 
Moreover, the fact that the statements were made by the applicant prior to his 
being charged does not prevent their later use in criminal proceedings from consti-
tuting an infrigement of the right". 
25. En este punto estriba, precisamente, la principal diferencia de la jurisprudencia 
europea frente a la reciente línea jurisprudencia! norteamericana surgida al respecto. 
26. Traducción de Serrano Antón, F. en Impuestos 1997, t.II, p. 11 OO. 
27. Falcón y Tella, R.: "La imposibilidad de utilizar datos obtenidos por la Inspección 
Tributaria a efectos penales o sancionadores: la Sentencia Saunders, de 17 de di-
ciembre de 1996", en XIX Jornadas Latino-Americanas de Dereito Tributário, Livro 
2, Lisboa 1998. 
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TABOADA ha denominado gráficamente una "actuación penal bajo 
vestidura tributaria", sea buscada de propósito o no. 
A esta doctrina jurisprudencia! en virtud de la cual se deriva la 
interdicción de la comunicabilidad de pruebas entre el procedimiento 
sancionador y otros procedimientos administrativos previos, se ad-
hiere un sector de la doctrina tributarista española que, como pusimos 
de manifiesto con anterioridad, postula una incomunicación total de 
datos entre uno y otro procedimiento "de tal manera que en el 
procedimiento inspector se actuaría eficazmente el deber de colabo-
rar-contribuir, y en el procedimiento sancionador se salvaguardaría 
el derecho a no autoinculparse" 28 . 
A estos efectos la doctrina sentada por el TEDH en los fallos a 
que nos hemos referido, podría sintetizarse en los siguientes postu-
lados29: 
• El artículo 6 de la CEDH reconoce un derecho a no autoin-
culparse que puede ser invocado tanto por personas físicas como por 
personas jurídicas. 
• Además de en procesos penales propiamente dichos, este de-
recho puede ser invocado por personas incursas en procedimientos 
administrativos sancionadores (entre ellos los tributarios) siempre 
que las sanciones reúnan unas circunstancias de generalidad, cuantía 
o importancia que las aproximen a las sanciones penales. 
• El derecho a no autoinculparse comprende el derecho a negarse 
a aportar cualquier información, ya sea oral, escrita, etc ... e impide, 
a su vez, que puedan incorporarse al procedimiento sancionador los 
datos o pruebas obtenidos en un procedimiento anterior bajo la 
amenaza de una sanción. 
• La persona inmersa en el procedimiento sancionador debe ser 
informada de su derecho a no autoinculparse. 
Igualmente, a partir de la citada jurisprudencia del Tribunal de 
Estrasburgo FROMMEU0 ha sistematizado la dimensión del derecho 
a permanecer en silencio en una serie de proposiciones, de entre las 
28. Lago Montero, J.M.: "Procedimiento sancionador separado del procedimiento de 
liquidación tributario. Reflexiones sobre el derecho a no autoinculparse", en Jornadas 
Latino-Americanas de Dereito Tributário, Livro 2, Lisboa 1998. 
29. López Díaz, A.: Ob.cit. 
30. F rommel, S.: "The European Court of Human Rights and the right of the accused 
to remain silent: can it be invoked by taxpayers?", en Diritto e Pratica tributaria 
n°6, 1993. 
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cuales destacamos, por lo que concierne al tema objeto de nuestra 
atención, las siguientes: 
• Constituye un derecho invocable no únicamente en procesos 
penales sino en cualquier procedimiento que concluya con la impo-
sición de sanciones o multas incluyendo, aunque no sólo, las inves-
tigaciones en los procedimientos tributarios y aduaneros. 
• Abarca la negativa de proporcionar cualquier información, in-
cluida la documental. 
• No puede suponer una presunción de culpabilidad. 
Llegados a este punto resulta imprescindible significar que, una 
breve recapitulación de lo hasta aquí expuesto nos llevaría a concluir 
de forma tajante que, en base a la doctrina jurisprudencia! mencio-
nada, las autoridades nacionales de un Estado firmante de la CEDH 
(como es el caso de España) no pueden presionar a los contribuyentes 
mediante el establecimiento de una sanción con vistas a obtener una 
confesión del sujeto pasivo, liberando así a los órganos tributarios 
correspondientes de la carga de probar por ellos mismos, y mediante 
sus propias investigaciones, la existencia de la infracción que alegan. 
Igualmente se ha de recordar que, frente a tal doctrina jurispru-
denciat se ha manifestado un grupo de autores que viene a llamar 
la atención sobre los riesgos de trasladar de forma automática los 
principios y garantías del Derecho sancionador al ámbito de los 
procedimientos tributarios31 . 
31. Ver sobre el tema: Rodríguez Bereijo, A. Prólogo a la obra de J.J. Zornoza: "El 
sistema de infracciones y sanciones tributarias (los principios constitucionales del 
Derecho sancionador)", ed. Civitas, Madrid 1992: "( ... )la protección y garantía del 
"estatuto jurídico del contribuyente" no ha de buscarse siempre y en todo caso a 
través de una extensión desmesurada del ámbito y contenido de los derechos fun-
damentales y las libertades públicas reconocidos por la Constitución de modo que 
dificulte, hasta hacerlos imposibles, el logro de otros bienes y deberes asimismo 
protegidos constitucionalmente". Bayona de Perogordo, J.J.: "El procedimiento ... ". 
Ob.cit.: "Lo que he tratado de evitar es la adopción de un puro automatismo por 
el que de la premisa de una común naturaleza de la potestad sancionadora de la 
Administración y la potestad penal se derivara la aplicación en bloque de unos 
principios que, como el propio Tribunal Constitucional reconoce en su Sentencia 
de 1990, no pueden ser trasladados sin suma prudencia, con atención a ciertos 
matices y adaptando diversas medidas". Zornoza Pérez, J.J. Prólogo a la obra de D. 
Marín-Barnuevo: "Presunciones y técnicas presuntivas en Derecho Tributario", ed. 
McGraw Hill, Madrid 1996: Una vez establecido el dogma de la unidad del orde-
namiento punitivo del Estado "su fuerza expansiva termina por dificultar en grado 
extremo la apreciación de cualquier tipo de matiz de los que, desde la Sentencia 
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Es en este punto donde se ha de destacar el surgimiento de un 
criterio diferenciado por parte de la jurisprudencia norteamericana 
que, en contraste con la del TEDH, se ha replanteado recientemente 
la aplicación de las garantías penales y, en particular, el derecho a 
no declarar contra sí mismo cuando nos hallamos ante procesos por 
delito fiscal. 
II - Las desigualdades tributarias por razón de residencia ante el 
tribunal europeo de derechos humanos: la sentencia darby32 
l. Antecedentes y estado de la cuestión 
El punto de partida de la problemática suscitada se centra en los 
siguientes hechos. El Sr. Darby, ciudadano finlandés, que desde 1977 
ha venido residiendo y desarrollando su trabajo como médico en 
distintos puntos de Suecia, reside y trabaja desde 1986 en el archi-
piélago finlandés de Aland. 
Durante el período en que el Sr. Darby realizó su trabajo en 
Suecia, sus ingresos tributaron a la Hacienda Pública sueca si bien, 
al no tener su residencia permanente en Suecia (dado que disfrutaba 
de los fines de semana en el archipiélago citado), fue sometido a 
tributación hasta 1979 en el denominado Distrito común, de forma 
que únicamente satisfacía un impuesto municipal reducido. 
No obstante, el 1 de enero de 1979 la legislación hasta esa fecha 
vigente fue objeto de modificación, lo que implicó que el Sr. Darby 
ya no debía tributar en el Distrito Común sino en el municipio en 
el que residiera y, a su vez, que las deducciones de las que gozaba 
desaparecían viéndose obligado, a partir de ese momento, a pagar de 
forma absoluta los impuestos locales, incluido el Impuesto especial 
de la Iglesia luterana de Suecia. 
Conviene matizar igualmente, que el Sr. Darby se veía privado 
de la posibilidad de solicitar la reducción prevista en relación con 
del Tribunal Constitucional18/1991, advirtiera el Tribunal Constitucional que habían 
de tenerse en cuenta al trasladar las garantías procesales al ámbito de los procedi-
mientos administrativos ... ". 
32. Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 23 de octubre de 
1990. Asunto Darby. Series A n° 187. 
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este Impuesto a favor de los sujetos no pertenecientes a dicha Iglesia, 
a menos que estuviera formalmente registrado como residente en 
Suecia. 
En definitiva, se plantea entonces la cuestión de si nos encon-
tramos ante una vulneración del principio de igualdad en materia 
tributaria, recogido de manera genérica en el artículo 14 de la Con-
vención Europea para la protección de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales (en adelante, CED H), y ello con inde-
pendencia de que concurra asimismo la conculcación o no del derecho 
a la libertad religiosa consagrado en el artículo 9 de la misma nor-
mativa convencional. 
Así las cosas, una vez agotada la vía jurisdiccional nacional -en 
el seno de la cual la pretensión del Sr. Darby no encontró satisfac-
ción33-, el recurrente decide acudir ante el TEDH alegando la vio-
lación de los derechos y libertades mencionados. 
2. El fallo del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
Anticipando ya el pronunciamiento del Alto Tribunal, cabe se-
ñalar que éste declaró la vulneración del artículo 14 de la CEDH en 
relación con el artículo 1 del Protocolo de la misma34. Por el contrario, 
estimó que no procedía éntrar a conocer el caso desde la perspectiva 
del artículo 9 del referido cuerpo legal. Tal declaración trajo como 
33. A este respecto, conviene reseñar que la petición del Sr. Darby fue tenida en 
cuenta, sin embargo, por el Defensor del Pueblo, a raíz de cuya actuación se acometió 
una modificación en la "Dissenters Tax Act" en tal sentido. 
34. El tenor literal del artículo 14 de la CED H preceptúa lo siguiente: 
"The enjoyrnent of the rights and freedorns set forth in this Convention (. . .) shallbe 
secured without discrirnination on any ground such as sex, race, colour, language, 
religion, política[ or other opinion, national or social origín, association with a natíonal 
minoríty, property, bírth or other status". 
En este mismo sentido, el artículo 1 del Protocolo n° 1 dispone: 
"Every natural or legal person is entitled to the peaceful enjoyment of his possesions. 
No one shall be depríved of hís possessíons except in the public interest and subject 
to the conditíons provided for by law and by the general principies of international 
law. 
The preceding provisions shall not, however, in any way impaír the right of a 
State to enforce such laws as it deems necessary to control the use of property in 
accordance with the general ínterest or to secure the payment of taxes or other 
contributions or penalties." 
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resultado la condena del Gobierno sueco, consistente en pagar al 
recurrente determinadas cantidades en concepto de perjuicios eco-
nómicos ocasionados así como de costes y otros gastos adicionales. 
A efectos de clarificar la situación ante la que nos encontramos, 
es necesario puntualizar las siguientes ideas: 
• El Impuesto de la Iglesia (" church tax"), cuya cuota determi-
naba el consejo parroquial, se recaudaba conjuntamente con los im-
puestos municipales. 
• En 1951 tuvo lugar la promulgación de la Ley Tributaria de 
Disidentes ("the Dissenters Tax Act"), que coincidió igualmente con 
el nacimiento de la Ley de Libertad Religiosa, y cuyo objetivo común 
se dirigía a garantizar un mayor respeto a la libertad religiosa de los 
ciudadanos. 
• La primera de estas leyes contemplaba en su artículo l la 
posibilidad de beneficiarse de una reducción35 en la cuota del Im-
puesto (concretamente, de un 70 por 100), de aquellos sujetos que, 
no perteneciendo a la Iglesia de Suecia, tuvieran su residencia en 
este país. 
De todo ello es posible colegir la existencia de un distinto tra-
tamiento tributario en función de la residencia o no del sujeto pasivo 
en Suecia. 
La tesis defendida por el Gobierno, en virtud de la cual la 
reducción no podía ser reclamada con la misma fuerza por parte de 
los no residentes en Suecia en comparación con los sujetos que 
efectivamente tenían su residencia en este Estado, y que, de otro 
lado, el procedimiento devendría sumamente complejo si ello no 
fuera así, resultó desestimada por el Tribunal de Estrasburgo, que 
no consideró suficientes tales motivos en orden al establecimiento 
- de facto - de un trato tributario discriminatorio entre residentes 
y no residentes. En el mismo sentido, la Comisión Europea de De-
rechos Humanos rechazó de forma terminante tal argumentación 
subrayando que, el hecho de que la normativa tributaria presente un 
35. El artículo l de la "Dissenters Tax Act" reza como sigue: 
"Church tax which is referred to in the 1961 Act on parish administration and 
is imposed either by decision of a parish council or otherwise in accordance with the 
principies that apply to the imposition of municipal tax, shall be levied on a person 
who was not a member to the Church of Sweden at the beginning of the tax yearand 
who is formally registered as a resident in thís country for the tax year at only 30 
per cent of the amount assesed". 
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carácter complejo no autoriza al Gobierno de Suecia a desconocer 
por completo el respeto a los derechos de igualdad -también en el 
ámbito tributario- y de libertad religiosa universalmente reconocidos. 
En definitiva, el Alto Tribunal concluye que el Sr. Darby, traba-
jador finlandés no residente en Suecia, se encuentra en una situación 
análoga a la de cualquier otro sujeto que no fuera miembro de la 
Iglesia luterana, sin que la distinción llevada a cabo por el Gobierno 
sueco presente una justificación razonada, teniendo en cuenta el fin 
perseguido por la citada norma36. 
36. Resulta interesante, a este respecto, consultar los tres votos particulares que, 
parcialmente en contra de lo decidido por la mayoría, fueron emitidos por algunos 
magistrados. 
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